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Pasto, dieciséis (15) de noviembre de dos mil veintiuno (2021) 
 
Proceso:          Nulidad y Restablecimiento del Derecho 
Radicación:  2017-00155 (9644) 
Demandante: Julio Pastor Yama Arteaga 
Demandado: Colpensiones  
Tema:                     Intervención Agencia Nacional de Defensa Jurídica del 

Estado 
 
Magistrada Ponente: Ana Beel Bastidas Pantoja 
 
El Director de Defensa Jurídica Nacional de la Agencia Nacional de Defensa 
Jurídica del Estado radicó ante esta Corporación una solicitud de intervención 
dentro del proceso de la referencia, la cual tenía como objetivo “solicitar que se 
nieguen las pretensiones de reliquidación de la pensión de vejez en aplicación de 
las reglas fijadas en la sentencia de unificación del Consejo de Estado del 28 de 
agosto de 2018 (Expediente 2012-00143)1802 en la que claramente se estableció 
que para liquidar el ingreso base de liquidación se debe promediar lo devengado 
durante los últimos 10 años de servicio e incluir únicamente los factores salariales 
sobre los cuales se realizó el respectivo aporte o cotización”. 
 
Adicionalmente, se solicitó la emisión de sentencia anticipada. 
 
Para resolver la solicitud impetrada, se considera:  
 
El art. 610 del CGP estipula:  
 
“ARTÍCULO 610. INTERVENCIÓN DE LA AGENCIA NACIONAL DE DEFENSA 
JURÍDICA DEL ESTADO. En los procesos que se tramiten ante cualquier 
jurisdicción, la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, podrá actuar 
en cualquier estado del proceso, en los siguientes eventos: 
1. Como interviniente, en los asuntos donde sea parte una entidad pública o 
donde se considere necesario defender los intereses patrimoniales del 
Estado. 
2. Como apoderada judicial de entidades públicas, facultada, incluso, para 
demandar. 
 
PARÁGRAFO 1o. Cuando la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado 
actúe como interviniente, tendrá las mismas facultades atribuidas legalmente 
a la entidad o entidades públicas vinculadas como parte en el respectivo 
proceso y en especial, las siguientes: 
a) Proponer excepciones previas y de mérito, coadyuvar u oponerse a la 
demanda. 
b) Aportar y solicitar la práctica de pruebas e intervenir en su práctica. 
c) Interponer recursos ordinarios y extraordinarios. 
d) Recurrir las providencias que aprueben acuerdos conciliatorios o que 
terminen el proceso por cualquier causa. 
e) Solicitar la práctica de medidas cautelares o solicitar el levantamiento de 
las mismas, sin necesidad de prestar caución. 
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f) Llamar en garantía. 
 
PARÁGRAFO 2o. Cuando la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado 
obre como apoderada judicial de una entidad pública, esta le otorgará poder 
a aquella. 
La actuación de la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, en todos 
los eventos, se ejercerá a través del abogado o abogados que designe bajo 
las reglas del otorgamiento de poderes. 
 
PARÁGRAFO 3o. La Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado podrá 
interponer acciones de tutela en representación de las entidades públicas. 
Así mismo, en toda tutela, la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado 
podrá solicitarle a la Corte Constitucional la revisión de que trata el 
artículo 33 del Decreto 2591 de 1991” 
 
Ahora bien, como se aprecia, la intervención de la Agencia Nacional de Defensa 
Jurídica del Estado, de conformidad con la norma antes transcrita, se autoriza bajo 
dos presupuestos; el primero, cuando actúa como interviniente en los asuntos 
donde sea parte una entidad pública o se considere la necesidad de defender los 
intereses patrimoniales del Estado y, el segundo, como apoderada judicial de 
entidades públicas.  
 
En el caso bajo estudio, se entiende que la solicitud de intervención incoada versa 
sobre el primer presupuesto, en consecuencia, de aceptarse, la Agencia Nacional 
de Defensa Jurídica del Estado tendría las mismas facultades atribuidas a 
Colpensiones, especialmente, proponer excepciones, coadyuvar u oponerse a la 
demanda, aportar y solicitar pruebas, interponer recursos, recurrir las providencias 
que aprueben acuerdos conciliatorios o terminen el proceso, solicitar la práctica de 
medidas cautelares y llamar en garantía. 
 
Una vez revisado el proceso de la referencia, se advierte que hasta la presente 
fecha aún no se ha proferido sentencia de segunda instancia, y que la solicitud de 
intervención presentada por el Director Jurídico Nacional de la Agencia Nacional de 
Defensa Jurídica del Estado es procedente pues se presentó en debida forma. 
 
Por último, frente a la solicitud de que se emita sentencia anticipada en el presente 
asunto, la Sala advierte que no es posible acceder a tal solicitud, teniendo en cuenta 
que dicha posibilidad a voces del art. 182 A del CPACA se habilita (i) antes de la 
audiencia inicial, (ii) en cualquier estado del proceso cuando las partes lo soliciten 
de común acuerdo, (iii) en cualquier estado del proceso cuando esté probada la 
caducidad, cosa juzgada, transacción, conciliación, falta manifiesta de legitimación 
en la causa y prescripción extintiva, y (iv) en caso de allanamiento o transacción, 
sin embargo, en el sub examine no está configurado ninguno de estos presupuestos 
que permiten proferir sentencia anticipada. 
 

Por lo anterior, la Sala Unitaria del Tribunal Administrativo de Nariño, 
 

 
RESUELVE: 
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Primero.- Aceptar la solicitud de intervención formulada por la Agencia Nacional 
de Defensa Jurídica del Estado. 
 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 
 
 
 

ANA BEEL BASTIDAS PANTOJA 
Magistrada 
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Pasto, dieciséis (16) de noviembre de dos mil veintiuno (2021) 
 
Radicación: 2019-00018 (9997) 
Proceso: Nulidad y Restablecimiento del Derecho 
Demandante: Julio Edgardo Rodríguez 
Demandado: Casur 
Tema: Solicitud de Prelación 
 
Magistrada ponente: Ana Beel Bastidas Pantoja 
 
La Sala resuelve la solicitud de prelación de turno para emitir sentencia de 
primera instancia que presentó el apoderado judicial de la parte demandante, 
en los siguientes términos: 
 

1. ANTECEDENTES 
 
A través de apoderado judicial y en ejercicio del medio de control de nulidad 
y restablecimiento del derecho, el señor Julio Edgardo Rodríguez instauró 
demanda contra CASUR, con el fin de que se declare la nulidad de los actos 
administrativos por medio de los cuales se negó el reajuste de la asignación 
de retiro y la subsecuente inclusión de la totalidad de lo percibido por 
concepto de prima de actividad. 
 
El Juzgado Tercero Administrativo del Circuito de Pasto dictó sentencia de 
primera instancia el 3 de febrero de 2021, decisión frente a la cual la parte 
demandante interpuso recurso de apelación.  
 
Una vez agotado el trámite de segunda instancia, el asunto pasó a turno al 
Despacho para sentencia el 10 de junio de 2021. 
 

2. SOLICITUD DE PRELACIÓN 
 
El apoderado judicial del demandante solicitó a este Despacho “que en 
aplicación al artículo 115 de la ley 1395 de 2010, se profiera fallo en el menor 
tiempo posible sin tener en cuenta los turno asignado para el respectivo fallo, 
toda vez que sobre el asunto en particular (reajuste de la prima de actividad 
para retirados en vigencia del decreto 2070 de 20013,) ya existe precedente 
jurisprudencial, específicamente existen dos pronunciamientos del Consejo 
de Estado, que resolvieron RECURSO EXTRAORDINARIO DE REVISIÓN, y 
que por virtud del canon 270 del C.P.C.A., debe entenderse que son 
sentencias de unificación”1.  
 
Como sustento de su petición la libelista esboza lo siguiente:  
 

                                                           
1 Transcripción literal  
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“Lo anterior, su señoría, por cuanto el proceso entró para fallo desde el 10 de 
junio de 2021, y mi representado no comprende la congestión de los 
despachos judiciales y se indigna cada vez que llama a preguntar por el 
estado del proceso. 
Vale resaltar que el artículo 309 de la ley 1437 de 2011, derogó los artículos 
57 a 72 del Capítulo V, 102 a 112 del Capítulo VIII y 114 de la Ley 1395 de 
2010, sin embargo el artículo 115 no fue derogado. 
En virtud de los artículos 10, 102, y 270 del C.P.A.C.A; solicito muy 
respetuosamente al despacho que al momento de dictar la sentencia que en 
derecho corresponda, se aplique el precedente judicial, que para el caso de 
la prima de actividad para retirados en vigencia el Decreto 2070 de 2003, ya 
existe un criterio unificado por el CONSEJO DE ESTADO […]” 
 

3. CONSIDERACIONES 
 
A voces del art. 18 de la Ley 446 de 1998, los jueces, por regla general, 
deben proferir sus sentencias atendiendo la fecha de ingreso al despacho de 
cada uno de los asuntos a su cargo, sin embargo, dicha cláusula admite 
excepciones, así: 
 
“ARTICULO 18. ORDEN PARA PROFERIR SENTENCIAS. Es 
obligatorio para los Jueces dictar las sentencias exactamente en el 
mismo orden en que hayan pasado los expedientes al despacho para 
tal fin sin que dicho orden pueda alterarse, salvo en los casos de 
sentencia anticipada o de prelación legal. Con todo, en los procesos 
de conocimiento de la jurisdicción de lo Contencioso Administrativo 
tal orden también podrá modificarse en atención a la naturaleza de los 
asuntos o a solicitud del agente del Ministerio Público en atención a 
su importancia jurídica y trascendencia social. (…)” 
 
Cabe agregar que, la norma transcrita debe estudiarse de la mano con el art. 
63 A de la Ley 270 de 1996, según el cual:  
 
“Artículo 63A. Del orden y prelación de turnos.  Cuando existan 
razones de seguridad nacional o para prevenir la afectación grave del 
patrimonio nacional, o en el caso de graves violaciones de los 
derechos humanos, o de crímenes de lesa humanidad, o de asuntos 
de especial trascendencia social, las Salas Especializadas de la Corte 
Suprema de Justicia, las Salas, Secciones o Subsecciones del 
Consejo de Estado, la Sala Jurisdiccional del Consejo Superior de la 
Judicatura o la Corte Constitucional, señalarán la clase de procesos 
que deberán ser tramitados y fallados preferentemente. Dicha 
actuación también podrá ser solicitada por el Procurador General de 
la Nación.  
 
Igualmente, las Salas o Secciones de la Corte Suprema de Justicia, 
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del Consejo de Estado y del Consejo Superior de la Judicatura podrán 
determinar motivadamente los asuntos que por carecer de 
antecedentes jurisprudenciales, su solución sea de interés público o 
pueda tener repercusión colectiva, para que los respectivos procesos 
sean tramitados de manera preferente. 
 
Los recursos interpuestos ante la Corte Suprema de Justicia, el 
Consejo de Estado o el Consejo Superior de la Judicatura, cuya 
resolución íntegra entrañe sólo la reiteración de jurisprudencia, 
podrán ser decididos anticipadamente sin sujeción al orden 
cronológico de turnos (…)” 

En consecuencia, el principio mencionado con antelación no es absoluto, 
pues si bien es cierto el funcionario judicial debe dictar sentencia en el orden 
del turno correspondiente, a él le es posible aplicar la excepción en ciertos 
procesos, obviamente, teniendo en cuenta situaciones especiales que gozan 
de un tratamiento legal distinto, tales como: razones de seguridad nacional, 
afectación grave del patrimonio nacional, violaciones de los derechos 
humanos o crímenes de lesa humanidad, asuntos de especial trascendencia 
social, por ausencia de antecedentes jurisprudenciales, o porque su decisión 
entrañe sólo la reiteración de jurisprudencia. 

Adicionalmente, es necesario precisar que el artículo 63 A de la Ley 270 de 
1996 es muy claro al indicar que cuando existan razones de seguridad 
nacional, o en el caso de graves violaciones de derechos humanos, entre 
otros, las Salas Especializadas de la Corte Suprema de Justicia, las Salas, 
Secciones o Subsecciones del Consejo de Estado, la Sala Jurisdiccional del 
Consejo Superior de la Judicatura o la Corte Constitucional, se encargarán 
de señalar la clase de procesos que deben ser tramitados y fallados 
directamente.  

Lo anterior se traduce en que la facultad de fallar de manera preferente un 
asunto relacionado con graves violaciones de derechos humanos es del resorte 
exclusivo de las altas cortes, para el caso en concreto, de las Secciones o 
Subsecciones del Consejo de Estado. 
 
Ahora bien, además de las causales enunciadas, la Corte Constitucional fijó 
unos criterios para alterar el turno para fallo, en los siguientes términos:  
 
“En primer lugar, la alteración del orden regular para el fallo se justifica 
si el juez está en presencia de un sujeto de especial protección 
constitucional. La Corte precisa que el derecho a la igualdad que 
subyace al sistema de turnos sólo puede ser alterado en consideración 
a la calidad de sujeto de especial protección que la Constitución 
reconozca a un individuo. Al respecto, la sentencia en cita afirma que 
“todo aquel que demanda justicia del Estado alienta la pretensión 
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de un fallo oportuno, y son muy diversas las circunstancias que las 
personas podrían esgrimir para obtener una alteración en su favor 
del turno para fallar. Por consiguiente, el primer presupuesto para 
que ello sea posible tiene una definición estricta, porque la 
afectación del derecho a la igualdad de aquellos que se vean 
desplazados en el orden de los fallos sólo puede encontrar sustento 
en la situación evidente de debilidad, en niveles límite, que presente 
aquel en cuyo beneficio se dé tal alteración (…) 
 
Finalmente, debe existir una relación directa entre las condiciones 
particulares del afectado y la resolución que espera de la 
administración de justicia. En otras palabras, la preservación del 
derecho fundamental que reclama el demandante debe estar en 
íntima relación de dependencia con la decisión que está llamado a 
adoptar el funcionario judicial. Al decir de la Corte, se requiere que 
“la controversia tenga relación directa con las condiciones de las 
que se deriva la calidad de sujeto de especial protección y que, de 
resultar favorable el fallo, la decisión sea susceptible de incidir 
favorablemente en tales condiciones”. 2     
 
En suma, según la doctrina constitucional expuesta, el turno para fallar 
puede alterarse cuando existe una relación directa entre las condiciones 
particulares del afectado y la decisión que la justicia emita, en el entendido 
de que ésta última debe incidir directamente en la preservación del derecho 
fundamental que reclama el interesado, y en la superación de las 
condiciones de vulnerabilidad, por las cuales el sujeto procesal aduce ser 
sujeto de especial protección.  

 
De otro lado, es indispensable recordar que la congestión judicial ha 
conllevado que los procesos no se resuelvan dentro del término legal 
establecido para ello, en razón del gran número de recursos y demandas 
incoadas. De ahí que, la Corte Constitucional haya reconocido que la 
congestión de los despachos judiciales y la mora afectan la resolución de 
muchos procesos, fenómenos que aunque rotundamente indeseables, son 
inevitables3.  En este sentido el Alto Tribunal precisó:  

 
“(…) La norma demandada debe ser analizada a partir de la realidad en 
la que espera incidir. Esta realidad se caracteriza por un altísimo grado 
de congestión de los despachos judiciales y un incumplimiento 
generalizado de los términos procesales, el cual conduce a que los 
procesos sean resueltos muchos meses o años después de lo que 
deberían. En vista de estas circunstancias, en las que se advierte que el 
derecho de los ciudadanos de acceder a la justicia es recortado por la 
práctica misma, lo que pretende la norma es que, incluso dentro de ese 
                                                           
2 Corte Constitucional, Sentencia T-708 de 2006. 
3 Corte Constitucional Sentencia C-334/12. Magistrado Ponente: Mauricio González Cuervo 
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marco general de congestión e incumplimiento de términos, los 
asociados tengan certeza de que sus conflictos serán decididos 
respetando el orden de llegada de los mismos al Despacho para ser 
fallados (…)”4 Subraya de la Sala. 
 
Así las cosas, para el caso concreto, la solicitud elevada por el apoderado 
judicial de la parte demandante no se encuadra en los supuestos de la Ley 
446 de 1998, ni de la Ley 270 de 1996, porque no se trata de un asunto en el 
que exista una solicitud del Ministerio Público en la que se aduzca la 
importancia jurídica del asunto o la trascendencia social del mismo para 
alterar el orden del turno para dictar sentencia. 
 
Tampoco se encuadra en lo dispuesto en el art. 63 A de la Ley 270 de 1996, 
pues tal y como se explicó anteriormente, la facultad de fallar de manera 
preferente un asunto relacionado con graves violaciones de derechos 
humanos es del resorte exclusivo de las altas cortes, para el caso en 
concreto, de las Secciones o Subsecciones del Consejo de Estado, luego, el 
Tribunal no tendría potestades para fallar un asunto de forma preferente por 
violación a derechos humanos, además de que el proceso de la referencia 
no guarda relación alguna con dicho tópico. 
 
Sobre la aplicación del art. 115 de la Ley 1395 de 2010, esta Sala recuerda 
que la citada norma reza: 
 
“ARTÍCULO 115. Facúltese a los jueces, tribunales, altas cortes del Estado, 
Sala Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura y de los Consejos 
Seccionales de la Judicatura para que cuando existan precedentes 
jurisprudenciales, conforme al artículo 230 de la Constitución Política, el 
artículo 10 de la Ley 153 de 1887 y el artículo 4o de la Ley 169 de 1896, 
puedan fallar o decidir casos similares que estén al Despacho para fallo sin 
tener que respetar el turno de entrada o de ingreso de los citados procesos, 
conforme a lo señalado en el artículo 18 de la Ley 446 de 1998” 
 
Esta Corporación emitió el Acuerdo 016 del 27 de julio de 2017, por medio 
del cual se establecieron algunos asuntos por cuya naturaleza se les podía 
imprimir trámite preferente, supuesto en el cual encajaría el asunto de la 
referencia ya que el mismo versa sobre el reajuste de un derecho pensional, 
en armonía con lo dispuesto en el art. 115 de la Ley 1395 de 2010, sin 
embargo, no se puede perder de vista que aún antes del proceso tramitado 
por el señor Julio Edgardo Rodríguez existen aproximadamente 58 asuntos 
frente a los cuales también pueden aplicarse las citadas disposiciones 
normativas y ser fallados con prelación, sin contar en dicho cálculo los 
procesos frente a los cuales no se aplican los criterios del acuerdo en 
mención.  

                                                           
4 Corte Constitucional Sentencia C-248/99. Magistrado Ponente. Eduardo Cifuentes Muñoz. 
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Así las cosas, para la Sala no está acreditada una condición de tal evidencia 
y connotación que amerite la emisión inmediata del respectivo fallo, aún por 
encima de las condiciones apremiantes que también ostentan las partes en 
los asuntos que anteceden en turno preferencial al proceso de la referencia. 
 
Por lo expuesto, el Tribunal Administrativo de Nariño, Sala Unitaria de 
Decisión, 

RESUELVE: 
 
PRIMERO.- Negar la solicitud de prelación formulada por el apoderado 
judicial de la parte demandante, conforme lo expuesto en la parte motiva de 
este pronunciamiento. 
 

NOTIFÍQUESE y CÚMPLASE 
 
 
 

ANA BEEL BASTIDAS PANTOJA 
Magistrada 


